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rESumEN

Este trabajo pone de relieve las transformaciones que recientemente ha regis-
trado el Derecho administrativo en relación con la forma como tradicional-
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mente se han atendido funciones como la protección de la comunidad frente 
a riesgos o amenazas para la seguridad o salubridad públicas. al análisis efec-
tuado subyace una pretensión metodológica básica: subrayar la importancia 
que tiene para la ciencia jurídico-administrativa la observación de la práctica 
cotidiana de la administración, en contraste con la visión que privilegia la 
construcción del Derecho administrativo a partir del estudio de la jurispru-
dencia de juez de la administración. 

PalaBraS ClavE 

Estado cooperativo, transformaciones del Derecho administrativo, soft law 
administrativo, normas técnicas, acción informal de la administración, mé-
todo para la construcción del Derecho administrativo.

CErTaiN rEFlECTioNS oN THE WaYS oF 
aDmiNiSTraTivE aCTioN imPoSED BY THE marKET 
aND THE TECHNiQuE aND iTS imPliCaTioNS For THE 
mETHoDoloGY oF THE aDmiNiSTraTivE JuriDiCal 
SCiENCE

aBSTraCT

This article points out the transformations suffered by the administrative law 
system regarding the way how he has traditionally accomplished the function 
of protecting the community against public security and public health risks. 
This analysis implies a particular methodological goal: to make emphasis in 
the importance of observing the administrative everyday praxis in order to 
construct the administrative law system, in contrast to the vision that takes 
the administrative jurisprudence as the basic base for this doctrinal task.

KEYWorDS 

Cooperative State, administrative law system transformations, administrative 
soft law, technic norms, informal administrative action, method to construct 
the administrative law system.       

iNTroDuCCiÓN

1. Después de que la Constitución de 1991 diera vía libre a la liberalización 
del sector de los servicios públicos (artículo 365 CP), formalizara el ejercicio 
por particulares de funciones públicas (artículos 123 párr. 3 y 210 párr. 2 CP) 
y acabara por abrogar buena parte de las bases del Estado intervencionista 
perfilado por las reformas constitucionales de 1936, 1945 y 1968, para en su 
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lugar sentar los cimientos de un más complejo Estado cooperativo2, numerosos 
han sido los cambios registrados por la realidad jurídico-administrativa en 
Colombia. Hoy es común ver a sujetos privados respondiendo por la presta-
ción de servicios públicos domiciliarios, desempeñando actividades públicas 
como la expedición de licencias de construcción o la emisión de certificados 
de gases indispensables para la circulación de vehículos o ejerciendo prerroga-
tivas públicas como la potestad expropiatoria o las cláusulas excepcionales de 
la contratación estatal (como ocurre en el caso de las empresas prestadoras de 
servicios públicos). Corresponde justamente a la esencia del referido modelo 
de Estado cooperativo la aproximación cada vez más cercana de las esferas 
pública y privada. Consecuencia de este estrechamiento de las relaciones de 
colaboración entre  Estado y sociedad, las cuestiones de interés general de-
jan de ser un monopolio estatal y se impone la definición de nuevos canales 
de cooperación entre la administración y los agentes sociales. Ello resulta 
apreciable en ámbitos como el de la salud, la seguridad social, la educación, 
la ciencia y tecnología, las infraestructuras o la protección ambiental, en los 
cuales el recurso a fórmulas de cooperación público-privada resulta cada vez 
más común y más importante3.

2. No obstante lo anterior, no es a las transformaciones derivadas de la 
irrupción e implicación directa de sujetos privados dentro de la realización 
de actividades tradicionalmente públicas o administrativas a las que quiero 
referirme. Se trata de un tema que ya ha sido abordado por jurisprudencia 
y doctrina ampliamente, al punto de haber acabado siendo, puede decirse, 
una parte más (cada vez más importante, por cierto) del panorama jurídico-
administrativo en Colombia4. Este trabajo tiene por objeto centrarse en las 
mutaciones experimentadas por la forma en que se produce el accionar de la 
administración Pública en nuestro tiempo. No se pretende entonces examinar 
qué es ni quién ejerce la función administrativa, sino centrarse en las transforma-
ciones experimentadas por el cómo de dicho ejercicio. lo anterior con el objeto 
de constatar cómo el Derecho Administrativo no es ya únicamente un ordenamiento im-
perativo o autoritatorio; su nueva realidad nos enfrenta con que abarca así mismo 
formas de intervención no coactivas igualmente adecuadas para la persecución de los fines de 

2  En relación con el concepto de Estado cooperativo, véase ebeRhaRd schmidt-assmann. 
La teoría general del Derecho Administrativo como sistema, madrid, inap-marcial Pons, 2003, pp. 
36 y ss.

3  vid. héctoR santaella QuinteRo. Normas técnicas y Derecho en Colombia. Desafíos e implicaciones 
para el Derecho en un entorno de riesgo, Bogotá, universidad Externado de Colombia, 2008, pp. 
94 y ss.

4  En últimas, como ha sido señalado ya por la doctrina nacional “las transformaciones del 
Estado (…) determinaron cambios significativos en la forma de concebir las administra-
ciones públicas y, por ende, la función administrativa”. vid. albeRto montaña plata. 
Fundamentos del Derecho Administrativo, Bogotá, universidad Externado de Colombia, 2010, 
p. 142.
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interés general que le son inherentes5. aunque cualitativamente distintas de las clá-
sicas actuaciones de la administración, ellas también se inscriben dentro de 
ese complejo normativo que es el Derecho administrativo.

3. al hilo de esta tesis se formula una reflexión metodológica acerca 
de por qué éste es un tema usualmente desapercibido por la doctrina ius 
administrativa nacional. De acuerdo con la hipótesis que se plantea esta si-
tuación obedece a la acusada tendencia de nuestro Derecho administrativo 
de atender únicamente aquellos sectores en relación con los cuales existe un acervo de 
jurisprudencia sólido, lo cual se traduce en el correlativo desentendimiento de 
los ámbitos o figuras ajenas a los pronunciamientos del juez administrativo. 
Esta situación obliga a asumir una aproximación metodológica concreta, que 
reivindica la necesidad de establecer los confines del Derecho administra-
tivo a partir de la delimitación que del mismo efectúa el sistema normativo en su 
conjunto y no sólo uno de sus elementos, como es el caso de la jurisprudencia. Esto, 
como forma de salvar el abismo que de otro modo se genera entre la praxis 
administrativa –jurídicamente delineada de manera conjunta por leyes, re-
glamentos, circulares, resoluciones, contratos, sentencias judiciales, etc.– y 
una dogmática administrativa refugiada en las colecciones y bases de datos 
de pronunciamientos jurisprudenciales. Puesto que el método empleado 
condiciona y determina la relación de un sujeto con su objeto de estudio, 
es preciso tomar conciencia de los diferentes resultados a los que conduce 
una u otra postura6.

1. alGuNoS EJEmPloS o CaSoS CoNCrEToS DE laS 
moDiFiCaCioNES rEGiSTraDaS Por la Forma Como 
SE DESarrolla la FuNCiÓN aDmiNiSTraTiva

4. El análisis de algunos casos concretos de las transformaciones a las que se 
ha hecho alusión, permite ilustrar con mayor claridad el argumento que se 
plantea y conectar esta temática con las reflexiones metodológicas formuladas 
en la parte final de este escrito. 

5  Destaca la importancia de la forma de las actuaciones de la administración para la carac-
terización del Derecho administrativo, a. montaña plata. Fundamentos de…, ob. cit., p. 
167. a partir de un análisis con puntos de partida y metodologías distintos a los asumidos 
en este escrito, este mismo autor concluye, de forma concordante con la exposición que 
aquí se realiza, que no toda actuación administrativa supone necesariamente “un ejercicio 
de autoridad”. Cfr. ídem, p. 204.

6  la complejidad y utilidad del método son puestos de relieve por valentin petev. Metodo-
logía y ciencia jurídica en el umbral del siglo xxi, (trad. luis villaR boRda), Bogotá, universidad 
Externado de Colombia, 1996, pp. 31 y ss. 
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1.1. las guías ambientales

5. El Estado ya no impone sólo de manera unilateral una regulación dotada de fuerza vinculante 
para asegurar la realización de sus fines; también acuerda con los particulares destinatarios 
de dichas normas unos estándares de conducta de cumplimiento voluntario. 

Con el objetivo de diseñar e implementar instrumentos de gestión y  
autorregulación ambiental que permitan el mejoramiento de los procesos de 
producción, la racionalización del uso de los recursos naturales y la reducción 
de los impactos medioambientales ocasionados por la realización de determi-
nadas actividades, el ministerio de medio ambiente, vivienda y Desarrollo 
Territorial, en asocio con los diferentes sectores productivos, ha venido ex-
pidiendo guías para su desarrollo (guía ambiental para el sector plástico; guía 
de buenas prácticas para el sector textiles; guía de buenas prácticas para el 
sector de alimentos, subsector frutas y verduras, etc.). Según se establece en 
la resolución 1023 de 2005 del ministerio de medio ambiente, vivienda y 
Desarrollo Territorial, “Por la cual se adoptan guías ambientales como instrumento de 
autogestión y autorregulación”, las guías ambientales son documentos técnicos 
no vinculantes de orientación conceptual, metodológica y procedimental para 
apoyar la gestión, manejo y desempeño ambiental de los proyectos, obras o 
actividades contenidas en las guías que sean expedidas7. En consecuencia, pese 
a su tinte jurídico-público, a su contenido claramente regulatorio de conductas 
y aun cuando la observancia de la guía ambiental no exime al interesado de 
cumplir la normatividad ambiental vigente aplicable al desarrollo de su pro-
yecto, obra o actividad (artículo 6.o de la res. 1023 de 2005), su finalidad no 
es engrosar el bloque de legalidad ambiental coactiva (artículos 4.o, 5.o, 6.o y 7.o de la 
resolución 1023 de 2005), sino valerse de las oportunidades envueltas en la concertación 
con el sector privado para apelar y activar su sentido de responsabilidad social. Esto, con el 
fin de perseguir, sin coerción alguna, una mejora en los índices de protección 
ambiental. De ahí que constituyan una forma distinta de intervención respecto 
de las que típicamente conoce el Derecho administrativo.

1.2. los peRmisos o cupos negociables de emisión

6. El Estado ya no emite sólo actos administrativos de carácter particular de contenido 
autorizatorio, que configuran una situación jurídica favorable en cabeza de un titular, ca-
racterizada tanto por la garantía de su estabilidad jurídica como por la inalienabilidad del 
derecho creado y la sujeción de su titular a un cúmulo de obligaciones coactivamente exigi-
bles; apelando a la racionalidad económica de los agentes contaminantes, la Administración 
produce igualmente actos administrativos que si bien crean una situación jurídica subjetiva, 
dada su condición de negociables, se traducen en un incentivo económico a la realización de 

7  vid. artículo 2.o de la resolución 1023 de 2005.
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conductas ambientalmente responsables. Es lo que ocurre con los permisos o cupos 
de emisión transferibles.

7. así, por una parte, en lo concerniente al modelo de compensación, se tiene que 
éste busca complementar al instrumentario clásico del Derecho administrativo 
mediante el reconocimiento del carácter negociable de una autorización o 
legitimación para contaminar previamente reconocida. Conforme a la nueva 
visión que se promueve, ésta puede ser objeto de transacción y ser traslada-
da a otra instalación, propia o ajena. El principal contraste con el esquema 
tradicional de policía o intervención, radica en que a la luz de éste la auto-
rización caducaría con la clausura de la instalación a la cual le fue conferida; 
lo cual no ocurriría en este caso. El reconocimiento del carácter negociable 
de estas autorizaciones persigue conseguir una protección medioambiental 
más eficiente y a menor coste mediante el incentivo a las reducciones en las 
emisiones y la incorporación de nuevas tecnologías. Este incentivo busca 
fomentar la reducción de niveles allí donde ello es factible (por ejemplo, en 
nuevas instalaciones) con inversiones relativamente pequeñas, tolerando la 
pervivencia de aquellas situaciones donde ello no es rentable por suponer una 
mayor inversión8. 

8. El modelo de certificado, por otra parte, pretende alcanzar el fin de la pro-
tección del entorno mediante la idea de control de las cantidades de contami-
nación y el reconocimiento del carácter negociable de los excedentes de lo autorizado 
no utilizado. así, el nivel de uso de los bienes ambientales deberá autorizarse 
y constar en certificaciones en las que debe figurar el cupo de emisión reco-
nocido a un sujeto, de suerte que aquello que no sea utilizado es susceptible 
de libre negociación como títulos valores en una bolsa9. Este modelo resulta 
similar al esquema de los permisos de contaminación negociables existentes 
en los ee.uu., cuya idea central constituye la inspiración del mercado de de-
rechos de emisión contemplado en el Protocolo de Kyoto10. la existencia 
de un mercado donde se compran y se venden derechos de emisión, abre un 
margen de elección para los agentes involucrados, quienes tendrán la opor-
tunidad de decidir si prefieren hacer uso de la totalidad del cupo concedido, 

8  michael KlopfeR. “En torno a las nuevas formas de actuación medioambientales del Es-
tado”, en Documentación Administrativa, n.os 235-236, iNaP, madrid, 1993, p. 46.

9  Ídem, p. 47.
10  Con el ánimo de reducir las emisiones de gases de efecto de invernadero (gei) a un mínimo 

coste y de forma transparente, el acuerdo ha contemplado distintos modos de flexibiliza-
ción de los mecanismos de cumplimiento de las cuotas de reducción de gei. Estos meca-
nismos de flexibilización son: (i) el mercado de emisiones; (ii) los proyectos de aplicación 
conjunta y (iii) los proyectos de desarrollo limpio. vid. doloRs canals i. ametlleR. “las 
administraciones locales ante el cumplimiento del Protocolo de Kyoto. El mercado de 
derechos de emisión de gases de efecto de invernadero y otros instrumentos”, en Derecho 
del Medio Ambiente y Administración Local, 2.ª ed., (coord. J. esteve paRdo), madrid-Barcelona, 
Fundación Democracia y Gobierno local, 2006, pp. 566 y ss. 
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aumentar su producción e invertir en la adquisición de excedentes o renovar 
su tecnología y mejorar sus procedimientos para reducir sus emisiones y ven-
der sus remanentes de lo no utilizado. la elección compete a cada agente, 
quien habrá de ponderar qué le resulta más beneficioso: comprar permisos o 
disminuir emisiones. Sin embargo, la idea de hacer rentable la inversión en 
la reducción de los niveles de contaminación mediante la generación de un 
activo adicional, constituye un claro incentivo económico, cuyo éxito ha sido 
ampliamente comprobado en los ee.uu.11. 

al margen de los interrogantes que desde un punto de vista dogmático-
jurídico despierta la naturaleza jurídica de esta clase de autorizaciones y de 
las implicaciones de su carácter negociable para el ejercicio del poder de ins-
pección, vigilancia y control que incumbe a la administración en esta materia 
y el respeto a los derechos de los terceros y a la garantía de publicidad de las 
decisiones de la administración12, interesa destacar el incentivo envuelto en 
esta clase de instrumentos y la apertura de un marco de posibilidades cons-
truidas a partir de la libertad de elección del implicado.   

1.3. los acueRdos infoRmales

9. El Estado ya no celebra sólo acuerdos vinculantes con los particulares, de los que surgen 
obligaciones exigibles coactivamente a quienes los suscriben; igualmente hace uso de instru-
mentos convencionales para llegar a acercamientos y consensos importantes en materias 
de interés general en las que se busca generar espacios de colaboración y de implicación 
voluntaria de los particulares. los denominados acuerdos informales celebrados 
con los particulares, son una muestra de lo anterior.

Esta clase de pactos constituyen una expresión de la llamada acción informal 
de la Administración, esto es, aquella actividad que no se encuentra jurídicamente regulada, 
pero que no por ello resulta antijurídica13. Comprende las actuaciones emprendidas 

11  Cfr. RobeRt stavins. “What Can We learn from the Grand Policy Experiment? lessons 
from So

2
 allowance Trading”, The Journal of Economic Perspectives, vol. 12, n.º 3, 1998.

12  la aparente incompatibilidad entre la dinámica de las transacciones negociales y las rigideces 
y los formalismos propios del procedimiento administrativo y de las formas de publicidad 
de las decisiones allí adoptadas –estatuidos, justamente, en defensa de los intereses ajenos 
a las partes y especialmente relevantes en el caso del medio ambiente– puede dar lugar 
a que se cuestione la conformidad de este tipo de instrumentos con exigencias básicas 
del Estado de Derecho. al respecto, véase héctoR santaella QuinteRo. “la apertura 
del Derecho ambiental a los instrumentos del mercado”, en Lecturas sobre Derecho del Medio 
Ambiente, t. viii, Bogotá, universidad Externado de Colombia, 2008, pp. 381 y ss.

13  reconocer la legitimidad de esta modalidad de actuación de la administración Pública supone 
reformular buena parte del principio de vinculación administrativa a la legalidad y escalar 
su fundamentación a las normas constitucionales y a la nueva realidad que debe encarar el 
Estado social de Derecho en la actualidad. Esto, por cuanto lo habitual será considerar que 
“sólo donde existe norma hay posibilidades de actuación y decisión administrativa, y que 
allí donde las autoridades actúen sin estos presupuestos no hay derecho sino arbitrariedad 
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por la administración sin gozar de una cobertura legal específica y por fuera 
de los moldes procedimentales y de las formas decisorias típicas (resolución, 
norma o contrato14), pero que no por ello resultan antijurídicas ni extrajurídicas: 
por un lado, deben enmarcarse y atender siempre a los principios constitu-
cionales de la función administrativa (artículo 209 CP); y por otro, en tanto 
que carentes de un fundamento legal expreso, estarán  desprovistas de efectos 
vinculantes directos, sin que esta circunstancia excluya o refute su carácter 
jurídico15. Por esta razón, y pese a compartir su naturaleza consensual, esta 
categoría no incluye los acuerdos formalmente vinculantes de la administración 
(contratos estatales). De ahí que puedan celebrarse al margen de las formas 
comunes prefijadas para la actividad convencional de la administración por 
la ley 80 de 1993. más que generar obligaciones y derechos jurídicamente 
exigibles, su contenido se plasma en la definición de reglas de entendimiento 
o en la declaración de intenciones que, pese a no resultar coactivas, generan 
una expectativa de conducta que se espera sea atendida16. los acuerdos infor-
males suscritos habitualmente por la administración con sectores económicos 

de las autoridades”. Cfr. Jaime o. santofimio gamboa. Tratado de Derecho Administrativo, t. i, 
3.ª ed., Bogotá, universidad Externado de Colombia, 2003, p. 338. En un sentido análogo, 
a. montaña plata. Fundamentos de…, loc. cit., p. 168. admitir la realidad de las nuevas 
formas de actuación de la administración y la posibilidad de obrar sin un fundamento legal 
explícito, aunque sí con una base normativa clara –en el marco de la Constitución y la ley– y, 
por tanto, nunca contra legem, supone, pues, una relectura del artículo 121 CP y de la tajante 
prohibición a las autoridades públicas de ejercer “funciones distintas de las que le atribuyen 
la Constitución y la ley”. resulta imperativo, entonces, apartarse de una interpretación res-
trictiva de este enunciado y dar cabida a una hermenéutica que amplíe las posibilidades de 
actuación de la administración en aras de satisfacer los cometidos que constitucionalmente 
le han sido encomendados. Como señala schmidt-assmann, “el Estado de Derecho no exige 
la juridificación de toda la actuación administrativa” (vid. La teoría general del…, loc. cit., p. 
66). lógicamente, esto implica advertir la imposibilidad de restringir indebidamente la libertad de los 
ciudadanos mediante la utilización de formas de coacción administrativas no habilitadas por el 
ordenamiento legal. De ahí la importancia del recurso al soft law en esta clase de actuaciones: 
el ejercicio de autoridad debe contar siempre con una base normativa expresa e inequívoca 
(Cfr. a. montaña plata. Fundamentos de…, ob. cit., p. 177). De ahí también la correlativa 
imposibilidad de encajar las manifestaciones de estas nuevas formas de actuación dentro 
de las categorías primarias o típicas de las decisiones jurídico-públicas, a saber: resolución, 
norma o contrato. vid. sobre esta tipología alfRedo gallego anabitaRte; Ángel menéndez 
Rexach et ál. Acto y procedimiento administrativo, madrid, marcial Pons, 2001, pp. 27 y ss.   

14  a. gallego anabitaRte; Á. menéndez Rexach et ál. Acto y procedimiento…, op. cit., pp. 
27 y ss.

15  Que el ordenamiento jurídico se compone de normas vinculantes y no vinculantes y que, 
por lo mismo, el ámbito de lo jurídico no puede reconstruirse a partir del simple criterio 
de la coactividad es una cuestión analizada por H.l.a. haRt. El concepto de Derecho, 2.ª ed. 
(trad. genaRo caRRio) méxico, Editorial Nacional, 1980, p. 193.

16  Es precisamente en virtud de esta expectativa, que equipara este tipo de acuerdos a los 
conocidos gentlemen agreements del Derecho internacional Público, que acaban convertidos 
en una expresión más del llamado soft law.
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dedicados a la producción y comercialización de alimentos, la publicidad o 
la televisión son un buen ejemplo de ello. Sin imponer contenidos obligacio-
nales concretos, se pactan estándares de calidad o se suscriben compromisos 
de autorregulación relevantes desde la óptica del interés general que, bajo la 
promesa de ser aplicados, evitan la expedición por parte de las autoridades 
de una reglamentación coactiva y restrictiva sobre la materia.

1.4. la infoRmación al público

10. La consecución de una determinada meta de interés general ya no siempre supone la ex-
pedición de una normativa estricta, en la que se fijen de manera general y abstracta los dere-
chos y deberes de los particulares en desarrollo de una actividad en concreto, reforzada por 
la previsión de las sanciones jurídicas aplicables en caso de su incumplimiento; en ocasiones 
se hace uso de herramientas más blandas, como la información al público. Con ella se 
procura incidir sobre la conducta de los particulares mediante la emisión de 
mensajes con un determinado contenido que los persuadan u orienten hacia 
la conducta esperada.  

la información administrativa también pertenece al conjunto de la acción 
informal de la Administración. además de ser un mecanismo de materialización 
de los derechos fundamentales que busca proteger al individuo mediante la 
promoción de un acceso libre e igual a la información, apunta a la formación de 
la voluntad de los ciudadanos que actúan en un determinado marco17. así, sin constreñi-
miento ni coactividad alguna, por medio de la divulgación pública de unos 
determinados contenidos (información), la administración aspira incidir so-
bre el comportamiento de los receptores del mensaje emitido y enderezarlo 
hacia un determinado fin. así, por ejemplo, como sucede con las campañas 
publicitarias o con la divulgación de datos sobre el estado de ciertos bienes 
naturales (v. gr. agua, aire, etc.), su objetivo es la consecución de una mayor y 
mejor protección ambiental. El caso de la campaña emprendida por la Empresa 
de acueducto y alcantarillado de Bogotá (eaab) para promover el consumo 
racional de agua resulta ilustrativo del alcance y efectividad de esta situación: 
antes que acudir a la coacción o a la amenaza de sanción, la administración 
apela a la persuasión para obtener un determinado resultado. las campañas 
contra el tabaco también resultan representativas de esta situación. 

1.5. la Remisión del deRecho a la técnica

11. El Estado ya no siempre regula de manera exhaustiva y detallada, conforme a las exigen-
cias del principio de Estado democrático de Derecho, las especificaciones técnicas del desarrollo 

17  fRancisco velasco caballeRo. La información administrativa al público, madrid, montecorvo, 
1998, pp. 36 y ss.
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de una determinada actividad, ni restringe a una autoridad ni a un procedimiento público la 
acreditación del cumplimiento de esta clase de requerimientos; también remite estos aspectos a 
normas técnicas (reglas no obligatorias establecidas por entes de carácter privado, cuya única 
legitimidad estriba en su conocimiento, experiencia y reconocimiento en un campo determinado 
de la técnica –iso, icontec, Colegio de Ingenieros, etc.– y en los procedimientos abiertos, 
consensuales y participativos con los que operan18) que los desarrollan. Gracias a estas re-
misiones, estas normas privadas se juridifican y entran a formar parte del sistema normativo 
jurídico-público. Por virtud de esta fórmula, cuestiones tales como el embalaje, 
etiquetado y transporte de mercancías peligrosas, deben efectuarse de con-
formidad con las exigencias de la norma técnica colombiana correspondiente 
(vid. Decreto 1609 de 31 de julio de 2002, “por el cual se reglamenta el manejo y 
transporte terrestre automotor de mercancías peligrosas por carretera”). algo semejante 
ocurre con los inmuebles destinados al almacenamiento de pólvora y venta de 
artículos pirotécnicos: deben atender los requerimientos técnicos de las normas 
de seguridad del Código Eléctrico Nacional –ntc 2050 de 25 de noviembre 
de 1998–, según lo establecido por el Decreto 4481 de 200619.   

12. El vertiginoso ritmo de los desarrollos científicos y tecnológicos que 
se observa en sectores como el químico, farmacéutico, genético, biotecno-
lógico o energético, el elevado grado de complejidad y especialización de 
estas actividades y el carácter legítimo (rectius no ilícito) pero incalculable e 
incierto de los riesgos que provocan, enfrentan al Estado en general y a la 
administración en particular –y, por ende, al Derecho administrativo– a un 
panorama hasta ahora inédito: el desbordamiento de su capacidad cognoscitiva, regu-
lativa y operativa. Paralelamente se evidencia una correlativa imposibilidad de 
aquella de atender cabalmente la responsabilidad, tradicionalmente enmar-
cada dentro del concepto de orden público, de proteger a la comunidad de 
las amenazas surgidas dentro del tráfico social y jurídico. 

Convertida en una labor altamente cualificada por la especialidad de los 
conocimientos exigidos y la incertidumbre imperante en relación con las cau-
sas y los efectos de los riesgos engendrados en desarrollo de estas actividades, 
su identificación, valoración y gestión hace de los clásicos instrumentos de 
policía administrativa tales como la orden, la autorización o la prohibición, 
herramientas insuficientes o inidóneas20. a pesar de su indiscutible contenido de 

18  vid. h. santaella QuinteRo. Normas técnicas y…, loc. cit., pp. 60 y ss.
19  El listado de supuestos en los que tiene aplicación este recurso es mucho más amplio; al 

respecto; véase h. santaella QuinteRo. Normas técnicas y…, op. cit., pp.165 y ss. 
20  De poco sirve a efectos de la gestión del riesgo que una determinada actividad riesgo-

sa haya sido autorizada por la administración, el riesgo perdura. mucho menos puede 
pensarse en su prohibición, habida cuenta de los beneficios sociales que habitualmente 
comporta el desarrollo de esta clase de actividades. Con todo, a pesar de la utilidad social 
que puede representar, es un hecho que la complejidad e incertidumbre característica del 
ámbito de la ciencia y tecnología lleva a que muchas veces no exista acuerdo científico en 
torno a las causas que producen un riesgo, bien porque concurren diferentes circunstancias 
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interés general y su nexo vital con la seguridad y la salubridad públicas, la 
complejidad e inseguridad predominantes en esta clase de actividades priva 
a la administración del protagonismo que habitualmente le incumbe en estos 
asuntos21. La honda problemática del riesgo no puede ser abordada con el repertorio tradi-
cional de recursos empleados en desarrollo de la acción de policía administrativa22. 

13. Dada la indiscutible presencia de intereses relevantes para la comu-
nidad, esta materia constituye un asunto en relación con el cual el Estado no 
puede hacer dejación de sus funciones. Difícilmente podría admitirse que en 
un Estado social y democrático de Derecho como el establecido por la Consti-
tución, las autoridades se marginaran de la decisión y el manejo de cuestiones 
de tanta significación para la colectividad –se encuentran en juego derechos 
fundamentales como la vida y la salud de las personas, o intereses colectivos 
relevantes como el medio ambiente, la libre competencia o la seguridad de 
los consumidores–. Por esta causa, las deficiencias cognoscitivas a las que el 
Estado debe hacer frente, los limitados recursos (humanos, económicos y 
técnicos) de los que dispone y las restricciones materiales y formales de sus 
instrumentos tradicionales de intervención (ley, reglamento, acto adminis-
trativo, etc.) fuerzan a indagar y explorar nuevas fórmulas que permitan al 
Estado y al Derecho superar las dificultades impuestas por el progreso, sin 
sacrificar conquistas centenarias como el Estado de Derecho, ni renunciar a 
las garantías inherentes al modelo de Estado social y democrático instaurado 
por las constituciones modernas (debido proceso, tutela judicial efectiva, 
derecho de petición y acceso a documentos públicos). 

2. ProBlEmaS JurÍDiCoS DE la CrECiENTE 
TECNiFiCaCiÓN DEl DErECHo

  
14. la situación descrita, que se ha traducido en una creciente dependencia 
del Derecho respecto de la técnica, sus organizaciones, su discurso, su lógica 
y sus reglas, no pasaría de ser un ejemplo más del acercamiento de las esferas 
pública y privada típico del esquema de Estado cooperativo de no ser por 
las múltiples inquietudes que suscita desde un punto de vista estrictamente 

(actuaciones antropogénicas acumuladas entre sí o con procesos naturales que propagan 
sus efectos), bien por la imposibilidad misma de identificarlos a partir del estado de los 
conocimientos del momentos. De ahí que la incertidumbre pueda operar en relación con 
el alcance personal (a quién), material (sobre qué), temporal (cuándo y por cuánto) y 
modal (de qué modo) de las secuelas de los riesgos. Cfr. h. santaella QuinteRo. Normas 
técnicas y…, ob. cit., pp. 103 y ss. 

21  Pone de relieve el conocido nexo vital de la actividad de policía con la tutela de bienes 
como la seguridad, salubridad y tranquilidad públicas a. montaña plata. Fundamentos 
de…, loc. cit., p. 136. 

22  José esteve paRdo. Técnica, riesgo y Derecho. Tratamiento del riesgo tecnológico en el Derecho Am-
biental, Barcelona, ariel, 1999, pp. 63 y ss.
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jurídico. la irrupción de las normas técnicas dentro del ámbito del Derecho 
–bien por remisiones directas o indirectas, o por reenvíos meramente directi-
vos23– y el mayor protagonismo que éstas cobran cada día dentro de la esfera 
jurídico-pública24 supone una auténtica –aunque velada y silenciosa– puesta 
en cuestión de principios inconcusos del constitucionalismo moderno. Es 
el caso del monopolio estatal en la producción de normas jurídicas –en un 
Estado de Derecho se supone que todo el ordenamiento está compuesto por 
Derecho del Estado25–; del principio democrático como fundamento exclusivo 
y absoluto de la legitimidad de las decisiones unilateralmente impuestas por 
las autoridades a los ciudadanos26; del protagonismo estatal, acentuado por el 
Estado social27, en lo concerniente a la protección y garantía de la seguridad 
individual y colectiva en materia de riesgos o amenazas; o del carácter irre-
ductible de subprincipios derivados de la cláusula de Estado de Derecho, tales 
como la publicidad de las normas o la vinculatoriedad de los procedimientos 
jurídico-públicos que deben atender las autoridades en sus actuaciones en 
consideración a su papel de garantes de la legalidad, objetividad y racionali-
dad de las decisiones adoptadas28.  

15. Decisiones como la plasmada en el artículo 8.° del Decreto 1669 de 
2002 (hoy decaído por derogación de la ley 430 de 1998 que reglamentaba), 
reglamento ambiental y sanitario de gestión integral de los residuos hospita-
larios y similares generados por personas naturales o jurídicas, permiten con-
firmar la pertinencia de estas inquietudes y el fundamento de las objeciones 
y temores expuestos frente a las remisiones del Derecho a la técnica. En esta 
disposición en lugar de fijarse el límite máximo permisible de exposición ocupacional al óxido 
de etileno29 se remite al establecido por la Asociación Americana de Higienistas Industriales, 

23  Sobre estas clases de interacción entre Derecho y técnica, cfr. h. santaella QuinteRo. 
Normas técnicas y…,  loc. cit., pp. 111 y ss. 

24  Cfr. ídem, pp. 90  y ss.
25  vid. h. helleR. Teoría del Estado, méxico, Fondo de Cultura Económica, 1942, p. 203. 

También, Rudolf von iheRing. El fin del Derecho, Buenos aires, Heliasta, 1978, p. 158, o 
p. 160.

26  vid. John locKe. Segundo Tratado sobre el Gobierno Civil, madrid, alianza Editora, 1996, p. 
140.

27  Cfr. a. montaña plata. Fundamentos de…, loc. cit., p. 139.
28  Sobre estos problemas, en extenso, véase h. santaella QuinteRo. Normas técnicas y…, 

op. cit., pp. 123 y ss.
29  Entre otros posibles usos, el óxido de etileno es utilizado en hospitales para esterilizar 

equipo y abastecimientos médicos. Su inhalación en bajos niveles por meses o años produce 
irritación de los ojos, la piel y las vías respiratorias, y afecta el sistema nervioso (dolores de 
cabeza, náusea, vómitos, pérdida de la memoria, adormecimiento, etc.). las exposiciones 
a niveles más altos por períodos más breves han causado efectos similares, aunque más 
severos. Existen indicios de que la exposición al óxido de etileno puede inducir abortos 
en mujeres embarazadas. vid. [http://es.wikipedia.org/wiki/%C3%93xido_de_etileno].
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acgih, sin precisar nada más al respecto30. ante una regulación de esta clase, 
bien cabe preguntarse por la francamente dudosa constitucionalidad de una 
remisión efectuada en estas condiciones.  Ella no sólo lleva a cuestionarse si 
la administración puede renunciar a fijar por sí misma una medida que es de 
su total y exclusivo resorte, dado su compromiso con la protección de bienes 
jurídicos tan significativos como la vida y la salud de las personas, para con-
fiar esta determinación a un ente particular. obliga también a preguntarse si 
resulta legítima una remisión tan indeterminada (no identifica siquiera la concreta 
norma técnica a la que se reenvía); más todavía por tratarse de un organismo téc-
nico de otro país y por implicar bienes jurídicos tan sensibles como la salud 
y la vida. 

las exigencias que elevan principios fundamentales de la función admi-
nistrativa como el de la publicidad e imparcialidad de las decisiones de las 
autoridades representa otra fuente de cuestionamientos a este proceder: de 
una parte ¿quién asegura la imparcialidad e idoneidad técnica de la organi-
zación a la cual se efectúa la remisión? Por otro lado ¿qué forma tienen los 
destinatarios y demás interesados en esta norma (piénsese en una ong am-
biental, un sindicato de trabajadores, asociación de hospitales) de conocer de 
manera exacta cuál es el límite máximo permisible de exposición ocupacional 
establecido por la asociación americana de Higienistas industriales, acgih, 
para el óxido de etileno? Se trata de interrogantes que llevan a preguntarse, en 
últimas, si es proporcional un grado tal de desentendimiento del Estado de la 
responsabilidad que le incumbe en la gestión de estos asuntos y de sacrificio 
de principios como el de publicidad de las normas como forma de suplir las 
deficiencias cognoscitivas que puede arrostrar en este frente. No todo puede 
valer en la cruzada por combatir la postración tecnológica del Derecho. Si 
bien las remisiones a la técnica constituyen un recurso valioso para la com-
pensación de las limitaciones cognoscitivas, regulativas y de adaptabilidad 
de las estructuras tradicionales del Derecho frente a los avances científicos y 
tecnológicos, no lo es menos que este empeño debe conciliarse con exigencias 
mínimas impuestas por la Constitución.

30  artículo 8.° modificase el artículo 15 del Decreto 2676 de 2000 el cual quedará así: “ar-
tículo 15. uso del óxido de etileno y hexaclorofenol. los generadores regulados por este 
decreto, deberán suprimir en un plazo no mayor de tres (3) años, el uso del Óxido de 
Etileno en mezclas con compuestos clorofluorocarbonados cfc y en mezclas con com-
puestos hidroclorofluorocarbonados hcfc, así como en sistemas no automatizados. En 
todo caso deberá garantizarse que en las áreas o en el ambiente interno del servicio de salud, no se exceda el 
límite máximo permisible de exposición ocupacional establecido por la Asociación Americana de Higienistas 
Industriales, acgih, para el óxido de etileno” (cursivas fuera de texto).
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3. rEFlExioNES mEToDolÓGiCaS SoBrE laS 
muTaCioNES DEl DErECHo aDmiNiSTraTivo 
imPuESTaS Por la TéCNiCa

16. al margen de la interesante problemática que desde una perspectiva dog-
mática origina la colisión de la necesidad de compensar el déficit cognoscitivo 
y regulativo estatal por vía de las remisiones normativas a la técnica con prin-
cipios fundamentales del Estado democrático de Derecho como la publicidad 
de las normas, la legitimidad democrática de las autoridades o su vinculación a 
las formas procedimentales establecidas por la ley, interesa destacar al menos 
tres cuestiones metodológicas que esta situación pone de relieve. 

17. la primera, la importancia de la observación de la praxis administrativa 
como banco de pruebas al que debe ser sometida toda construcción doctrinal. 
Ello permite apreciar, por ejemplo, que la policía administrativa, la actividad 
administrativa coercitiva por antonomasia y su habitual empeño en asegurar 
la seguridad, la salubridad y la tranquilidad públicas, ha experimentado no-
tables cambios en la forma como se realiza: ha incorporado a su repertorio 
instrumental formas más blandas de ejercicio del poder público. Producto de 
los embates de la economía y la técnica, y de su afán por abrir nuevos espacios 
para el mercado y los expertos, ampliar los niveles de libertad individual y de 
eficiencia económica y superar las limitaciones cognoscitivas de las autoridades 
públicas, el ordenamiento administrativo ha experimentado transformaciones 
notables. Se ha pasado así de un esquema de protección de estos bienes jurí-
dicos sustentado en un Derecho exclusivamente protagonizado por la admi-
nistración, basado en mecanismos jerárquicos de intervención y coacción, a 
un modelo abierto y plural, provisto de un Derecho más flexible, eficiente y 
tecnificado. la apertura de este nuevo esquema es reflejo, por un lado, de la 
incorporación de instrumentos de carácter voluntario y convencional; cuya 
finalidad, más que imponer conductas a sus destinatarios, es estimularlas en 
defensa de una mayor protección de intereses colectivos tales como el me-
dio ambiente o la salubridad pública31. Por otro lado, también es fruto de la 
incorporación de agentes privados dentro del esquema de producción nor-
mativa. antes que definir una regulación exhaustiva y cerrada de una materia 
que puede resultar insuficiente o inadecuada, el Estado ha optado por acudir 
bien a cláusulas generales (“estado de la técnica”, “estado de los conocimien-
tos”, “mejores tecnologías disponibles”, etc.) cuya reconstrucción implica una 
remisión a la técnica32, bien a remisiones normativas que suponen la juridi-
ficación (mediante reenvío) de determinadas normas técnicas. lo anterior 
como formas de mitigación de las dificultades formales y materiales que debe 

31  m. KlopfeR En torno a las nuevas formas de…, loc. cit., p. 35. 
32  al respecto, vid. h. santaella QuinteRo. Normas técnicas y…, op. cit., pp. 118 y ss.
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arrostrar el Estado en un escenario de complejidad técnica y conocimientos 
especializados como el actual. Producto de esta situación, el repertorio de 
instrumentos de los que habitualmente dispone el Estado para el cumplimiento 
de su responsabilidad en relación con la protección de bienes como la segu-
ridad o la salubridad pública o el medio ambiente, se ha visto enriquecido. 
los clásicos medios de policía (la orden, la autorización y la prohibición) se 
han visto complementados por herramientas que privilegian la prevención, la 
cooperación, la participación y la aceptación de sus destinatarios por encima 
de la represión o la imposición coactiva de conductas.

18. En segundo lugar, y ante la inexcusable necesidad de estrechar hoy 
los lazos de cooperación entre Derecho y técnica, es preciso destacar la ur-
gencia de abordar jurídicamente esta relación, no con el fin de impedirla  o 
de obstruirla, sino de asegurar su encaje dentro de la estructura del Estado 
social y democrático de Derecho. Esto supone, en lo fundamental, un esfuerzo 
por identificar los límites que debe respetar el Estado cuando quiera que por la complejidad 
o especialidad de la materia regulada opta por remitir a una norma técnica. lo ocurrido 
con el Decreto 1669 de 2009 y su remisión indeterminada a la asociación 
americana de Higienistas industriales –reenvío que difícilmente podría su-
perar cualquier test de constitucionalidad que se lleve a cabo– alerta sobre 
los riesgos envueltos en esta clase de determinaciones y obliga a subrayar la 
necesidad de obrar con cautela y plena conciencia de las implicaciones de la 
utilización de este recurso. resulta crucial, entonces, trazar un marco a esta 
clase de determinaciones; definir un repertorio de límites que permitan sacar 
partido de los avances de la ciencia y de la técnica sin echar abajo las bases 
más elementales de nuestro Estado constitucional de Derecho. 

aunque no de manera tan lancinante, la necesidad de establecer un marco 
jurídico claro resulta igualmente palpable en relación con otras formas de 
actuación de la administración aquí mencionadas. Es, por ejemplo, el caso 
de los acuerdos informales o de las guías ambientales. En consideración a su 
carácter blando y a sus posibles implicaciones sobre bienes jurídicos individua-
les y colectivos de primer orden, se impone entender que su utilización no 
puede constituir la regla general. Debe ser reservada únicamente a supuestos 
en los que dadas las circunstancias resulte razonable y proporcional el recurso a 
formas no coactivas de intervención. lo anterior, lógicamente, sin perjuicio 
de entender que la responsabilidad estatal por la gestión de estos asuntos 
permanece incólume, al igual que sus prerrogativas habituales, cuyo ejercicio 
puede retomar cuando lo juzgue conveniente. 

19. Para finalizar y estrechamente ligado con lo anterior, se encuentra la 
escasa atención que la doctrina jus publicista ha prestado hasta ahora a las cues-
tiones derivadas de las transformaciones que técnica y economía han impuesto 
a las formas de intervención con las que opera el Derecho administrativo en 
la actualidad. Como se planteaba en la introducción, considero que ello tiene 
que ver con la manera como usualmente se ha concebido y construido esta 
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disciplina en nuestro medio y con la poca importancia que se le ha dado a 
asuntos que, como el régimen de la normalización, la información al público o 
los acuerdos informales de la administración, desbordan el marco que traza la 
jurisprudencia administrativa. Con cierta perplejidad se registra el hecho que 
no siendo los reenvíos a normas técnicas un recurso ajeno a la administración 
–por citar el caso más notorio y con un porvenir más definido–, la dogmática 
administrativa nacional se haya mantenido al margen de esta cuestión33. la 
referida orientación preferentemente jurisprudencial de nuestro Derecho ad-
ministrativo y el hecho de encontrarse su contenido o estructura tradicional 
ligados a los materiales que proporciona el contencioso explican esta situación. 
Pese a ser el nuestro un sistema caracterizado por la sobreabundancia de leyes, 
decretos y reglamentaciones de todo tipo, más que a partir de la sistematización de 
estas normas, nuestro Derecho administrativo se ha construido sobre las bases que 
dispensa la jurisprudencia. Por esta razón la estructura típica de esta materia se 
limita habitualmente a sectores clásicos como la parte general, la contratación 
estatal, la función pública, la responsabilidad extracontractual y el Derecho 
contencioso administrativo34; ámbitos que por registrar una elevada litigiosidad, con-
centran prácticamente toda la atención de la jurisprudencia administrativa. 

Si bien esta perspectiva podía resultar históricamente aceptable35, las 
profundas transformaciones experimentadas por nuestra realidad social y 
jurídico-administrativa exigen su replanteamiento. El ámbito de actuación 
de la administración se ha ensanchado de manera significativa, abarcando 
nuevos campos (ciencia y tecnología, medio ambiente, libre competencia, 
guardia del consumidor, protección social de los ciudadanos, etc.) y asumien-
do nuevas formas. El aplastante predominio de la visión tradicional, que liga 
este Derecho al contencioso administrativo, no excluye que por causa de las 
limitaciones procesales del ordenamiento los tribunales no puedan conocer 
más que una parte de la realidad normativa que lo conforma: aquellos aspectos 
conflictivos que son llevados a juicio. Sin embargo, ni todos los conflictos se 
llevan a instancias judiciales, ni la totalidad de aquellos que lo son se resuel-
ven, necesariamente, mediante sentencias judiciales (conciliaciones, laudos 
arbitrales, amigable composición, etc.). Tampoco todo el Derecho se traduce 

33  una revisión de cualquiera de los artículos, monografías, manuales o tratados de Derecho 
administrativo al uso en nuestro medio, permite corroborar esta apreciación.

34  El examen de cualquier curso o manual de Derecho administrativo permite confirmar esta 
aseveración.

35  visto con un enfoque  historicista sería necio desconocer que ha sido a partir de las le-
yes procesales que han establecido y definido el objeto de la jurisdicción contencioso-
administrativa que la disciplina jurídico-administrativo ha ido cobrando fuerza y forma. 
Cfr. albeRto montaña plata. Dimensión teórica de la jurisdicción contencioso administrativa en 
Colombia, Bogotá, universidad Externado de Colombia, 2005, cap. 3.
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en conflictos. Por ende, una reconstrucción efectuada a partir de los materiales que su-
ministra la jurisprudencia ofrecerá una visión apenas parcial del sistema36. 

De este modo, a pesar de su indiscutible relevancia desde la óptica del 
interés general y de poseer una clara incidencia sobre las estructuras que con-
forman la llamada parte general del Derecho administrativo, la falta de una 
presencia significativa en la jurisprudencia administrativa hace que cuestiones 
como las relativas a la ciencia y la tecnología, el medio ambiente, la acción 
social o a la intervención del Estado en la economía, sean ignoradas por una 
comunidad jurídica que no las percibe como parte del Derecho administra-
tivo. la preeminencia de este enfoque hace que no se les identifique como 
sectores pertenecientes a esta disciplina. Por esta causa no se les relaciona 
con ella ni con sus principios. Esta situación da lugar a un estado de cosas en 
el que el surgimiento de nuevas figuras o campos de incursión del Derecho 
se traduce en la proliferación de espacios jurídicos baldíos; compuestos por for-
mas y ámbitos del Derecho que a pesar de estar normalizados en la práctica 
administrativa cotidiana se desarrollan al margen de cualquier elaboración o 
referente dogmático-jurídico. además de introducir numerosas disfuncionali-
dades teóricas al sistema (v. gr. la invisibilización de este nuevo repertorio de 
formas de actuación jurídico-administrativas) y de generar una brecha notoria 
entre el Derecho administrativo y la praxis administrativa (debiendo ser ésta 
el objeto de estudio de aquél), ello supone bajar la guardia frente a las serias 
amenazas que estas prácticas pueden representar para conquistas irrenun-
ciables del Derecho Público moderno tales como el Estado democrático de 
Derecho, la efectividad de los derechos fundamentales y todo el entramado 
de garantías construidas por aquél en torno a estos últimos (debido proceso, 
derecho de petición y de acceso a documentos y archivos, control judicial de 
las decisiones, etc.).

4. a maNEra DE CoNCluSiÓN

20. lo anterior permite concluir que aun cuando la importancia de la juris-
prudencia para el Derecho administrativo resulta incuestionable, es preciso 
superar la visión según la cual la extensión material de esta disciplina está da-

36  a su vez, esto puede permitir comprender también por qué en nuestro medio el Derecho 
administrativo sigue siendo todavía visto como un orden encaminado prevalente –y casi 
exclusivamente– a la protección del individuo frente al Estado. El contraste con la ten-
dencia actual, preocupada también por garantizar el cumplimiento y adecuada ejecución de 
los objetivos de la administración, poniendo el acento en la construcción de estructuras 
propicias para una acción administrativa eficiente, es notable. vid. e. schmidt-assmann. 
La teoría general del…, loc. cit., pp. 25 y ss. El nuevo Código Contencioso administrativo 
(ley 1437 de 2011) ha querido superar esta situación y ha incluido dentro de los fines de 
su parte primera “el funcionamiento eficiente y democrático de la administración” (art. 
1.°).
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da por el alcance de los pronunciamientos del juez contencioso. acotar este 
ámbito representa una labor mucho más ardua y compleja, y sentar las bases 
de esta disciplina exige el análisis integral de la totalidad de los materiales 
conectados con él (normas constitucionales, legales, reglamentarias, conven-
cionales, etc.). Sólo la apreciación sistemática de los pronunciamientos del 
legislador, la administración, la jurisdicción contencioso administrativa y la 
ciencia jurídico-administrativa puede permitir acometer adecuadamente esta 
labor. De lo contrario, se estará condenado a un resultado apenas parcial. 

En tiempos en los que el nuevo Estatuto Procesal administrativo (ley 
1437 de 2011) ha puesto todos los focos sobre el juez administrativo y sus 
“super-sentencias” de unificación de jurisprudencia (artículos 10, 102 y 269 y ss.) 
esta reflexión cobra un mayor valor: nos recuerda que a pesar del creciente 
protagonismo del juez de la administración, la ciencia jurídico-administrativa tiene 
la obligación de mirar más allá de los precedentes o de las líneas jurisprudenciales, de apreciar 
su objeto de estudio en toda su extensión y de efectuar una reconstrucción de este ámbito de la 
manera más fiel a la realidad posible. De lo contrario se abjuraría del compromiso 
constitucional que asiste a esta disciplina con la preservación y realización 
de (todos) sus contenidos; y en la obstinada huida tras la jurisprudencia se 
desatenderían sectores básicos de nuestra realidad jurídica actual, socavando 
así parte importante de su legitimidad social.
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